P. 71.946 - "Hassoun, Emilio Alejandro s/ robo".

Causa Nº 7299 (registro de Presidencia Nº 26.183)

“G., D. B. s/ recurso de queja interpuesto por particular damnificado”
P. 63.935


A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Aires, sede de la Sala III del Tribunal de Casación Penal, el 01 de abril de dos mil ocho se reúnen en acuerdo ordinario los señores jueces doctores Víctor Horacio Violini y Ricardo Borinsky, con la presidencia del primero de los nombrados (arts. 47 y 48 de la ley 5827), a los efectos de dictar resolución en la causa Nº 7299 (registro de Presidencia Nº 26.183) caratulada “G., D. B. s/ recurso de queja interpuesto por particular damnificado”, conforme al siguiente orden de votación: BORINSKY – VIOLINI.

A N T E C E D E N T E S

La Sala III de la Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal de Mercedes no admitió, por carecer de la legitimación procesal necesaria, la reserva de recurrir en casación efectuada por el letrado apoderado de la “Corporación del Obispo Presidente de la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días”, mediante la cual intentaba impugnar la resolución del a‑quo que le denegó la calidad de particular damnificado en cuanto la citada entidad no revestiría en autos el carácter de parte ofendida en los términos del artículo 77 del Código Procesal Penal.

El citado profesional interpuso recurso de queja (fs. 10/19 vta.) denunciando violación de los artículos 18 de la Constitución Nacional; 171 de la Provincial y 77 del Código Procesal Penal, alegando que el a‑quo habría interpretado restrictivamente el concepto de “persona ofendida” contenido en el ritual, el que dadas las singulares características del delito investigado debió apreciarse con más amplitud; lo que habría impedido ilegítimamente asumir el rol que pretende su representada afectando las garantías al debido proceso y a la doble instancia.

Radicado en la Sala con debida comunicación a las partes (fs. 21 y 23), el Tribunal se encuentra en condiciones de resolver, decidiendo plantear y votar las siguientes

C U E S T I O N E S:
1º) ¿Es admisible el recurso de queja interpuesto?

En caso afirmativo:

2º) ¿Es procedente?

3º) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

V O T A C I Ó N

A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Borinsky dijo:

1. Sostiene el recurrente que la presente impugnación resulta equiparable a sentencia definitiva puesto que pone fin a la acción del particular damnificado en el proceso impidiendo definitivamente su participación, lesionando las garantías consagradas en nuestra Constitución Nacional que enuncia.

2. Le asiste razón a la parte en cuanto a la definitividad de la resolución impugnada.

Ha sostenido la Suprema Corte de Justicia en opinión que comparto, que el pronunciamiento que niega el carácter de particular damnificado es definitivo a los efectos de la interposición de los respectivos recursos ante el superior (confr. Ac. 41.506, res. 15‑XI‑1988; Ac. 63.802, res. del 27‑VIII‑1996), ya que concluye el respectivo artículo y termina para el peticionario su intervención en el proceso (P. 39.268, sent. del 5‑II‑1991, “Acuerdos y Sentencias”, 1991‑I‑14; citadas en P. 77.272, sent. del 2‑V‑2002).
En otras palabras: la resolución en sentido adverso a la pretensión del ahora recurrente de actuar como particular damnificado, provoca un agravio de insusceptible reparación ulterior que abastece sobradamente la intervención de esta alzada a los fines de evitar la convalidación de situaciones que, de mantenerse, podrían asimilarse a una suerte de denegación de justicia, circunstancia que la jurisdicción está llamada a evitar.

Conforme lo antedicho, y encontrándose subjetivamente legitimada la parte para impugnar el pronunciamiento en crisis ‑puesto que, precisamente, lo que se persigue mediante esta presentación es aquella aptitud procesal‑, habiendo sido interpuesto el recurso en tiempo y forma, la queja es formalmente admisible (artículos 18 de la Constitución Nacional; 15 de la Provincial; 448, 450, 451, 452, 453 y cc. del Código Procesal Penal).

Voto por la afirmativa.

A la primera cuestión planteada, el señor juez doctor Violini dijo:

Adhiero, por sus fundamentos, al voto del doctor Borinsky y a esta primera cuestión planteada también me pronuncio por la afirmativa.
A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Borinsky dijo:

1. La Cámara confirmó el decisorio del inferior en cuanto no hizo lugar a la constitución como particular damnificado de la representada del ahora quejoso, al interpretar que la noción de “ofendido” contenida en el artículo 77 del ritual es la que fija tal calidad, considerando que “[e]n ese sentido ha establecido la doctrina que `ofendido es el titular del bien jurídico protegido por la norma penal; es decir, el sujeto pasivo del hecho incriminado´ [...]” (fs. 1).

2. Denuncia el impugnante violación de los artículos 18 de la Constitución Nacional y “pactos internacionales de derechos humanos”; 171 de la Provincial y 77 del Código Procesal Penal, alegando que el a‑quo habría interpretado restrictivamente el concepto de “persona particularmente ofendida” contenido en el ritual, el que dadas las singulares características del delito investigado debió apreciarse con más amplitud; lo que habría impedido ilegítimamente asumir el rol que pretende su representada afectando las garantías al debido proceso y a la doble instancia.
3. Preliminarmente, cabe señalar en autos la decisión del juez de grado fue debidamente revisada en apelación por el órgano superior (cuya decisión motiva esta queja), por lo que ‑sin perjuicio de otras consideraciones que pudieran formularse‑ resulta infundada la alegada vulneración a la garantía de la “doble instancia”.

4. En cuanto a la genérica denuncia de transgresión al denominado “debido proceso” consagrado en el artículo 18 de la Constitución de la Nación y “pactos internacionales de derechos humanos” ‑que ni siquiera se individualizan‑, no se advierte vicio legal de entidad suficiente para conmover el fondo de lo decidido.

Es que aún se ampliara el concepto de particular damnificado que expresa la Cámara, entendiendo que cuando el artículo 77 del Código Procesal Penal autoriza a “toda persona particularmente ofendida” para intervenir en el juicio penal, por un delito de los que dan lugar a la acción pública, “se refiere indudablemente a quien demuestre la existencia de un daño o perjuicio producido por ese delito” (ver S.C.J.B.A, P. 77.272 cit. y su doctrina) ‑incluyendo a todo evento a las personas jurídicas‑, no logra evidenciar el impugnante que reviste tal calidad.

En efecto: la supuesta “imposibilidad fáctica” de presentarse en ese carácter a la esposa de la víctima ‑ahora imputada‑ y de las hijas de aquélla (que se encontrarían en “una situación de connotaciones dramáticas inimaginables”), aún de ser ciertas, de ningún modo permite sustituir su voluntad y representación por mero arbitrio. Tampoco es viable la pretensión que “el Sr. M.” ‑el occiso‑ tenga “un representante particular que defienda sus intereses”, ya que ‑sin perjuicio de otras consideraciones que pudieran formularse‑ al menos en nuestro ordenamiento jurídico los muertos carecen de interés alguno. La supuesta condición de reconocido feligrés de la denominada “Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días” que habría ostentado A. M. no autoriza a ésta (ni a la Corporación que representa el recurrente, quien afirma que “Iglesia y Corporación son la misma cosa“) a considerarse atrapada por el concepto del citado artículo 77 del ritual, ya que caso contrario debería otorgarse la misma calidad a toda congregación religiosa en la que uno de sus integrantes perdiera violentamente la vida. Por último, es irrelevante la hipotética relación laboral entre la víctima y la Corporación; y en cuanto al perjuicio sufrido en concepto de seguros e indemnizaciones que por su deceso habría abonado (sin emitir juicio sobre su entidad) no se encuentran acreditados en autos, ni señala el presentante a que título u orden ‑propia o ajena‑ los habría oblado.

Los antecedentes jurisprudenciales que se invocan nada tienen que ver con el caso, desde que refieren a situaciones donde la víctima ‑menor y con vida‑ carecía de efectivo representante legal por circunstancias diversas.

Y si, como afirma el impugnante a fs. 18 vta./19, la citada Iglesia o algunos de sus miembros fueron imputados por el homicidio cometido, tal hecho en nada cambia la cuestión: es más, refuerza la conclusión a la que se ha arribado ‑en cuanto a que de ser cierta la hipótesis, mal podría considerarse “ofendida” por el delito‑, y deja la amplia discusión y prueba a producirse en el debate para aclarar tan delicada problemática, de ser ello procedente (artículo 77 a contrario, 210, 373, 448, 451 y 465 del Código Procesal Penal).
Voto por la negativa.

A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Violini, dijo:

Adhiero, por los mismos fundamentos, al voto del doctor Borinsky y a esta cuestión me pronuncio también por la negativa.
A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Borinsky dijo:

Tal como han quedado resueltas las cuestiones precedentes, corresponde y así lo propongo al Acuerdo:

1. Declarar admisible el recurso de queja interpuesto a fs. 10/19 vta.

2. Rechazar por improcedente el recurso en tratamiento, con costas.

3. Diferir la regulación de los honorarios profesionales de los doctores Fernando Carlos Hugo Prota y Carlos Damián Brunelli por los trabajos realizados ante esta sede, tanto sean fijados los correspondientes a la instancia anterior.

Rigen los artículos 18 de la Constitución Nacional; 15 de la Provincial; 77 a contrario, 210, 373, 448, 450, 451, 452, 453 y cc., 465, 530 y 531 del Código Procesal Penal; 47 y 48 de la ley 5827; 28 in fine, 51 y cc. del Decreto 8904/77.
Así lo voto.
A la tercera cuestión planteada, el señor Juez doctor Violini, dijo:

Adhiero, por los mismos fundamentos, al voto doctor Borinsky.

Por lo que se dio por finalizado el Acuerdo dictando el Tribunal la siguiente

SENTENCIA

1. DECLARAR ADMISIBLE el recurso de queja interpuesto a fs. 10/19 vta.

2. RECHAZAR por improcedente el recurso en tratamiento, con costas.

3. DIFERIR la regulación de los honorarios profesionales de los doctores Fernando Carlos Hugo Prota y Carlos Damián Brunelli por los trabajos realizados ante esta sede, tanto sean fijados los correspondientes a la instancia anterior.

Rigen los artículos 18 de la Constitución Nacional; 15 de la Provincial; 77 a contrario, 210, 373, 448, 450, 451, 452, 453 y cc., 465, 530 y 531 del Código Procesal Penal; 47 y 48 de la ley 5827; 28 in fine, 51 y cc. del Decreto 8904/77.
Regístrese, notifíquese y comuníquese. Oportunamente, archívese.

RICARDO BORINSKY – VICTOR HORACIO VIOLINI
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